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RESOLUCIÓN 

NIREF: RTI0411nOI7 

Consej o de 
T .-:tnS;p tvoncl:t y 
Buon Gobi e rno 

PRESIDENCIA 

ASUNTO: Resolución de Reclamación presentada al amparo del artículo 24 de la 
Ley 1912013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno. 

En respuesta a la Reclamación con número de referencia RT/0411/2017 presentada 
por 1 , el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
considera y Fundamentos Jurídicos que se especifican a 
continuación, adopta la siguiente RESOLUCIÓN: 

11. ANTECEDENTES 

1. En fecha 26 de octubre de 2017 tuvo entrada en este Consejo, Reclamación 
formulada por el interesado al amparo de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Buen Gobierno (en adelante, la LTAIBG), al no estar conforme con la información 
facilitada por el Ayuntamiento de El Viso de San Juan -Toledo-. 

2. La presente Reclamación trae causa en la solicitud de información formulada el 11 
de septiembre de 2017, por el interesado, en concreto: 

"quisiera conocer el número de inmuebles que acogidos al arlículo 62 del Texto 
Refundido de la Ley de Haciendas Locales están exentos del pago de/181 en el 
municipio". 

3. El 29 de septiembre se emite respuesta, en la que se le indica "que se halla a su 
disposición en dependencias municipales la información requerida al respecto de su 
escrito con número de registro 4863, por lo que le invito a que en cualquier 
momento acuda a /as mismas para dar así cumplimiento a su solicitud". 

4. Tras la interposición de la reclamación por parte del interesado, mediante escrito de 
30 de octubre de 2017, por la Oficina de Reclamaciones de las Administraciones 
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Territoriales de este Consejo, se dio traslado del expediente, para conocimiento al  
Director de la Oficina de Transparencia de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha y al Secretario General del Ayuntamiento de el Viso de San Juan a fin de 
que, en el plazo de quince días hábiles, formulasen las alegaciones que estimasen 
por conveniente, aportando, asimismo, toda la documentación en la que 
fundamentar las alegaciones que pudieran realizar. 

  
A día de hoy no se han recibido las alegaciones.  

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

1. De conformidad con lo previsto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con su 
artículo 38.2.c) y el artículo 8.2.d) del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, 
por el que se aprueba el Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
el Presidente de este organismo es competente para resolver, con carácter 
potestativo y previo a un eventual recurso contencioso-administrativo, las 
reclamaciones que se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 
información.  

2. A tenor del artículo 24.6 de la LTAIBG, el Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno tiene competencia para conocer de las reclamaciones que regula dicho 
precepto “salvo en aquellos supuestos en que las Comunidades Autónomas 
atribuyan dicha competencia a un órgano específico, de acuerdo con lo establecido 
en la disposición adicional cuarta de esta Ley”. Tal disposición prevé en sus 
apartados 1 y 2 lo siguiente:  

 “1. La resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 corresponderá, en 
los supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales 
comprendidas en su ámbito territorial, al órgano independiente que determinen 
las Comunidades Autónomas. (…).  

2. Las Comunidades Autónomas podrán atribuir la competencia para la 
resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 al Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno. A tal efecto, deberán celebrar el 
correspondiente convenio con la Administración General del Estado, en el que 
se estipulen las condiciones en que la Comunidad sufragará los gastos 
derivados de esta asunción de competencias”. 

En desarrollo de las anteriores previsiones normativas el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno y la Vicepresidencia de la Junta de Comunidades 
de Castilla-La Mancha suscribieron el pasado 30 de diciembre de 2015 un 
Convenio para la atribución de la competencia al citado Consejo para la resolución 
de las reclamaciones previstas en el citado artículo 24 LTAIBG respecto de las 
resoluciones dictadas por aquella Administración Autonómica y su sector público, y 
por las Entidades Locales incluidas en su ámbito territorial y su sector público. 
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Precisadas las reglas de naturaleza orgánica para dictar la presente Resolución, 
en cuanto se refiere al fondo del asunto planteado en la misma. 

3. A tenor de su preámbulo, la LTAIBG tiene por objeto “ampliar y reforzar la 
transparencia de la actividad pública, regular y garantizar el derecho de acceso a 
la información relativa a aquella actividad y establecer las obligaciones de buen 
gobierno que deben cumplir los responsables públicos así como las consecuencias 
derivadas de su incumplimiento”. A estos efectos, su artículo 12 reconoce el 
derecho de todas las personas a acceder a la “información pública”, en los 
términos previstos en el artículo 105.b) de la Constitución y desarrollados por dicha 
norma legal. Por su parte, en el artículo 13 de la LTAIBG se define la “información 
pública” como  

“los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, 
que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de 
aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el 
ejercicio de sus funciones”. 

En función de los preceptos mencionados la LTAIBG reconoce y regula el derecho 
a acceder a información pública que esté en posesión del organismo al que se 
dirige bien porque él mismo la ha elaborado, bien porque la ha obtenido en el 
ejercicio de las funciones que tiene encomendadas con el requisito de que se trate 
de un sujeto incluido en el ámbito de aplicación de la propia Ley. 

4. Según lo dispuesto en el artículo 59.1 a) del Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales, “los ayuntamientos exigirán, de 
acuerdo con esta ley y las disposiciones que la desarrollan, los siguientes 
impuestos: a) Impuesto sobre Bienes Inmuebles”.  

Por su parte, el artículo 62 regula las exenciones en el ámbito del impuesto 
de referencia al señalar que,   

 “1. Estarán exentos los siguientes inmuebles: 
a) Los que sean propiedad del Estado, de las comunidades autónomas 
o de las entidades locales que estén directamente afectos a la 
seguridad ciudadana y a los servicios educativos y penitenciarios, así 
como los del Estado afectos a la defensa nacional. 
b) Los bienes comunales y los montes vecinales en mano común. 
c) Los de la Iglesia Católica, en los términos previstos en el Acuerdo 
entre el Estado Español y la Santa Sede sobre Asuntos Económicos, de 
3 de enero de 1979, y los de las asociaciones confesionales no 
católicas legalmente reconocidas, en los términos establecidos en los 
respectivos acuerdos de cooperación suscritos en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 16 de la Constitución. 
d) Los de la Cruz Roja Española. 
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e) Los inmuebles a los que sea de aplicación la exención en virtud de 
convenios internacionales en vigor y, a condición de reciprocidad, los de 
los Gobiernos extranjeros destinados a su representación diplomática, 
consular, o a sus organismos oficiales. 
f) La superficie de los montes poblados con especies de crecimiento 
lento reglamentariamente determinadas, cuyo principal 
aprovechamiento sea la madera o el corcho, siempre que la densidad 
del arbolado sea la propia o normal de la especie de que se trate. 
g) Los terrenos ocupados por las líneas de ferrocarriles y los edificios 
enclavados en los mismos terrenos, que estén dedicados a estaciones, 
almacenes o a cualquier otro servicio indispensable para la explotación 
de dichas líneas. No están exentos, por consiguiente, los 
establecimientos de hostelería, espectáculos, comerciales y de 
esparcimiento, las casas destinadas a viviendas de los empleados, las 
oficinas de la dirección ni las instalaciones fabriles”. 

De acuerdo con esta premisa, es competencia de los Ayuntamientos -artículo 
106.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local- 
la gestión, recaudación e inspección de sus tributos propios, sin perjuicio de las 
delegaciones que puedan otorgar a favor de las Entidades locales de ámbito 
superior o de las respectivas Comunidades Autónomas, y de las fórmulas de 
colaboración con otras Entidades locales, con las Comunidades Autónomas o con 
el Estado, de acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado. De modo 
que, en el ámbito del Impuesto de Bienes Inmuebles la información relativa al 
número de inmuebles exentos constituye una información que tiene que estar en 
poder de la administración local al haberla obtenido en el ejercicio de sus 
funciones. Por lo tanto procede estimar la reclamación planteada. 

5. En el caso que ahora nos ocupa, consta que por parte de la administración 
municipal se le ha contestado indicando al interesado que tiene a su disposición la 
información solicitada en dependencias municipales.

En lo concerniente a la formalización del acceso, indicar lo dispuesto en el artículo 
22 de la LTAIBG, que indica que se realizará preferentemente por vía electrónica, 
salvo cuando no resulte posible o el solicitante haya señalado expresamente otro 
medio. Pues bien, la primera consecuencia que se deriva de dicho precepto 
consiste en que la LTAIBG no impone a los ciudadanos un deber genérico de uso 
de medios electrónicos, sino que este canal simplemente constituirá la forma de 
acceso preferente. 

Así pues, dicha preferencia operaría en caso de que concurriera alguno de los 
siguientes supuestos: (i) que el propio interesado hubiera manifestado 
expresamente su voluntad de acceder a la información por vía electrónica; (ii) que 
la interesada no hubiera manifestado el canal preferido para relacionarse con la 
Administración; y/o (iii) que no resultara posible la utilización de un medio diferente 
al electrónico para proceder a la formalización del acceso.  

FIRMANTE(1) : FRANCISCO JAVIER AMOROS DORDA | FECHA : 25/06/2018 09:59 | Sin acción específica | Sello de Tiempo: 25/06/2018
09:59



En el presente caso, el interesado no especificó en la solicitud originaria la 
utilización de una vía, por lo que habría que utilizar preferentemente la vía 
electrónica. Ahora bien, al no disponer de dirección electrónica y constar 
únicamente el domicilio postal, habrá que remitir la información al interesado 
mediante correo postal.  

En cualquier caso, la actuación del Ayuntamiento -al indicar al ahora reclamante 
que la información se encuentra disponible en dependencias municipales- no 
puede considerarse conforme a lo establecido por la LTAIBG. Y es que, dicha 
modalidad de acceso, mediante la consulta presencial de los documentos, no era 
coincidente con el medio elegido por la interesada en su segunda solicitud, tal y 
como se ha analizado anteriormente.

No hay que olvidar lo dispuesto en el artículo 23.1 de la ley 4/2016 de 
Transparencia y Buen Gobierno de Castilla La Mancha, que establece que “Para 
hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, las personas físicas y 
jurídicas, en sus relaciones con las entidades e instituciones referidas en el artículo 
4, podrán ejercer los siguientes derechos (…) c) Obtener la información solicitada 
en la forma o formato elegidos, en los términos previstos en esta ley”. 

A la vista de todo lo anterior, procede estimar la presente reclamación y, en 
consecuencia, declarar el derecho de acceso a la información del hoy recurrente, 
debiendo facilitar única y exclusivamente el número de inmuebles exentos del 
pago del IBI en el municipio. 

III. RESOLUCIÓN 

En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede: 

PRIMERO.- ESTIMAR la reclamación presentada por  
, al versar su objeto sobre información pública a los efectos previstos en 

el artículo 13 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Buen Gobierno. 

SEGUNDO.- INSTAR al Ayuntamiento de El Viso de San Juan a que en el plazo 
máximo de quince días proporcione la información solicitada y no satisfecha, 
remitiendo a este Consejo en igual plazo copia de la información trasladada al 
reclamante. 

De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación 
prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los 
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recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.2 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 

En consecuencia, contra la presente resolución, que pone fin a la vía 
administrativa, únicamente cabe, en caso de disconformidad, la interposición de 
recurso contencioso-administrativo ante los Juzgados Centrales de lo 
Contencioso-Administrativo de Madrid en plazo de dos meses a contar desde el 
día siguiente al de su notificación, de conformidad con lo previsto en el artículo 
9.1, c), de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa. 

EL PRESIDENTE DEL CTBG 
P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014) 

EL SUBDIRECTOR GENERAL DE   
TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 

Fdo.: Francisco Javier Amorós Dorda 
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